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	1. ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD Y CONSULTAS JUDICIALES INGRESADAS




	EXPEDIENTE
	RECURRENTE
	FECHA INGRESO


	NORMA IMPUGNADA

	07-11848-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Rodolfo Peralta Cordero
	03-09-07
	RECUSACION DE JUECES

-Artículo 55 inciso 4 del Código Procesal Civil. 

La norma impugnada señala que no son recusables los juzgadores en asuntos de actividad judicial no contenciosa. Señala que es violatorio de lo dispuesto en el artículo 8.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos.   



	07-11890-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Alexis Cervantes Morales

FEDEMUR 
	04-09-07
	DECRETO DE EMERGENCIA SOBRE RIO AZUL

-Decreto Ejecutivo No. 33931-MP-S. Publicado en La Gaceta NO. 161 del 23-08-2007.

Se declara en estado de emergencia nacional la situación del relleno sanitario de Río Azul. Se acusa que se excluyó a FEDEMUR de la decisión y no se tomaron en cuenta los intereses locales. 



	07-11908-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Santiago Molina Zúñiga
	04-09-07
	RESOLUCION JUDICIAL

- Resolución del  Tribunal Superior Primero Civil, Sección Primera de San José, en donde se ordena sacar a remate un propiedad, sin que fuera suspendido el asunto, porque se estaba cuestionando la validez y legalidad de un documento que sirve de base para un proceso ejecutivo hipotecario en vía penal, hasta tanto el Juez Penal resuelva o bien pase el lapso de dos años. 

 

	07-11966-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Jorge Moreno Mena

DIRETEL SAL
	04-09-07
	CONCESION DEL ESTADO PARA REPARTICION DE RECIBOS.

-Artículos 5, 32,  del Reglamento a la Ley de Correos de Costa Rica SA. Decreto Ejecutivo No. 27238-G del 18-08-1998.

-Omisión del Reglamento a la Ley de Correos de Costa Rica SA., en cuanto a los requisitos para el otorgamiento de la concesión para prestar los servicios sociales de comunicación postal, incumpliendo así lo previsto en el artículo 10 de la Ley de Correos de Costa Rica. 

Se les exige para dar el servicio de entrega de recibos, una concesión del estado, como si se tratara de envío y repartición de cartas, en tanto el artículo impugnado señala que “tendrán consideración de carta los envíos que contengan recibos, facturas, documentos de negocio, estados financieros y cualquier otro mensaje que no sea idénticos”. Se permite solicitar “informe  técnico” a Correos de Costa Rica previo a otorgar o denegar concesiones relativas al “servicios social postal”. La concesión les fue denegada, por lo que no pueden formalizar contrato con el ICE, lo cual no se trata de correo postal, sólo de repartición de recibos.



	07-11984-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Karol Villa Mata
	04-09-07
	IMPUESTO DE PATENTE DE LA MUNICIPALIDAD DE SAN JOSE.

-Artículo 79 párrafos finales del Código Municipal. 

-Artículo 3 de la Ley de Impuesto de Patentes de la Municipalidad de San José. No. 5694.

-Artículo 6 del Reglamento a la Ley de  Impuesto de Patentes de Actividades Lucrativas de la Municipalidad de San José.  No. 6755 del 29-01-1977.

Se le impone un monto a pagar por impuesto de patente, sin realizar actividad lucrativa, porque no realizó la renuncia a la licencia. Se envía este asunto del Tribunal Contencioso, del expediente 07-171-161-CA.

 

	07-11987-0007-CO

Consulta Legislativa


	Presidente de la Asamblea Legislativa
	05-09-07
	CONVENIO DE ASISTENCIA MUTUA CON ARGENTINA

-Aprobación del Convenio entre la República de Costa Rica y la República Argentina, sobre mutua asistencia judicial contra el tráfico ilícito de drogas. Expediente Legislativo No. 15925.



	07-12031-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Luis Roberto Zamora Bolaños
	05-09-07
	REGULACIONES PARA REFERENDUM

-Ley de Regulación del  Referéndum. No. 8492 del 23-02-2006. 

-Reglamento para los Procesos de Referéndum, adoptado por resolución No. 11-2007 del Tribunal Supremo de Elecciones. 

-Convocatoria de referéndum del Tribunal Supremo de Elección, mediante resolución No. 13-2007 del 12-07-2007.

Porcentajes que deben alcanzarse para que la decisión tomada por el pueblo sea vinculante. Se indica que existe una diferencia que debe resolverse con niveles de participación y aprobación. Se indica que existe una omisión al no establecer ninguna diferencia entre las leyes o proyectos sometidos a referéndum. 



	07-12099-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	José Antonio Camacho Vargas
	07-09-07
	ELIMINACION DE ASISTENTES DE AGENTES DE ADUANAS.

-Manual de Procedimientos Aduaneros. Resolución DGA-2003-2005. Publicada en al Alcance número 23 del Diario Oficial La Gaceta No. 143 del 26-07-2005. 

Se eliminan los Asistentes de Agentes de Aduanas, por la automatización del nuevo Sistema. Señala el quebranto de los derechos adquiridos de estos funcionarios. 

	07-12208-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Daniel Vindas Vindas
	10-09-07
	LIMITACIONES DE INFORMACION POSESORIA EN CAHUITA Y PUERTO VIEJO.

-Ley No. 8468 del 25-10-2005. Publicada en la Gaceta del 11-11-2006.

Le fue rechazada información posesoria sobre zona marítimo terrestre, de lote en el que vive hace 20 años; a pesar de que a otras personas si les fue reconocido. Señala que la norma otorga un trato diferente a los pobladores del litoral de Cahuita y Puerto Viejo, en tanto se dio un plazo específico para hacer este tipo de diligencias. Alega la violación al 34 de la Constitución. 

 

	07-12270-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Quírico Jiménez Madrigal
	11-09-07
	REGULACION SOBRE TERRENOS CON APTITUD FORESTAL.

-Decreto Ejecutivo No. 33957-MINAE-MAG del 05-09-2007. Publicado en La Gaceta No. 174 del 11-09-2007. 

La norma impugnada pretende definir como terrenos forestales o de aptitud forestal aquellos que tengan una pendiente superior al 75%, aún cuando la Ley Forestal lo establece en un 40%. 



	07-12478-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Orlando Vargas Chacón
	14-09-07
	PLAZO PARA SOMETERSE AL PROCESO ABREVIADO.

-Circular 31-2006 de la Fiscalía General de la República del 11 de octubre del 2006.

Se establece que en el término de 10 días a partir de la indagatoria el imputado puede someterse al procedimiento abreviado, vencido el plazo no se accederá a la aplicación de dicho instituto procesal. 



	07-12479-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Erick Ramos Fallas
	14-09-07
	APELACION EN PROCESOS DE EXTRADICION

-Jurisprudencia del tribunal de Casación Penal que deniega el recurso de apelación. 

-Omisión de la Ley de Extradición y el Tratado de Extradición con Estados Unidos. 

Sólo cabe casación contra la resolución que acuerda o deniega el trámite. No se permite contra las medidas cautelares. 



	07-12579-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Víctor Manuel Cárdenas Durán y Carlos Luis Madrigal Méndez.


	18-09-07
	PORTEO

-Jurisprudencia Administrativa de la Procuraduría General de la República del artículo 323 del Código de Comercio. 

-Vigencia de los artículos 323 al 249 del  Código de Comercio, que faculta a que las empresas privadas puedan transportar personas. 

La jurisprudencia administrativa y los artículos impugnados permiten a los porteadores o taxistas piratas, prestar el mismo servicio de transporte remunerado de personas, sin concesión alguna. 



	07-12598-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Enrique  Rojas Franco
	18-09-07
	NOTARIOS CON SALARIO O REMUNERACION FIJA EN INSTITUCIONES PRIVADAS.

-Resolución de la Dirección Nacional de Notariado No. 838-2006 de las 10:30 horas del 18 de julio del 2006. 

Se determina que no es posible la contratación de notarios de planta con salario o remuneración fija, pues lo considera incompatible con la función notarial. Base 07-5595. 



	07-12617-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Luis Ramírez Alfaro
	19-09-07
	SANCION POR DESCUIDO CON ANIMALES

-Artículo 130 bis del Código Penal, adicionado por Ley 8250 del 02-05-2002. Alcance 37 de la Gaceta No. 89 del 10-05-2002.

La norma impugnada establece una sanción por descuido de animales. Señala que es indeterminada, que contiene conceptos vagos y abiertos, que  genera duda si el  tipo es de orden doloso o culposo.

 

	07-12659-0007-CO

Consulta Judicial


	Tribunal de Casación Penal del II Circuito Judicial de San José. 


	19-09-07
	FUNCIONES DEL JUEZ PENAL JUVENIL

-Se indica que el artículo 29 de la Ley de Justicia Penal Juvenil, le concede al juez una gran cantidad de funciones.



	07-12650-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Marco Antonio Meneses Granados

Vidriera Centroamericana SA


	19-09-07
	REVALUACIONES DE ACTIVOS FIJOS

- Artículo 19 incisos a) y b) de la Ley de Simplificación de Eficiencia Tributarias. No. 8114 del 04-07-2001.

-Artículo 8 numeral 15), inciso b), sub-incisos b.1) y b.2) del Reglamento a la Ley de Simplificación y Eficiencia Tributarias. Decreto No. 29643-H del 10-07-2001.

-Artículo apartado c), punto 4 de la Resolución Administrativa de la Dirección General de Tributación. No. 52/01 del 06-12-2001. 

Las normas impugnadas eliminaron a partir del 01-08-2001, la facultad que tenía el contribuyente para  revaluar sus activos fijos para efectos fiscales, con lo cual se le está negando la posibilidad de llevar sus bienes productores de rentas gravables, a su valor real. De esa forma, el sujeto pasivo determina su impuesto sobre la renta, con fundamento en una base imponible ilusoria, que no refleja su capacidad real de pago, porque los activos no tienen un valor actualizado o real, pues el gasto por depreciación es menor al que debería corresponder. 

 

	07-12763-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Víctor Hugo González Montero
	21-09-07
	PAGO DE CESANTIA EN EL BANCO NACIONAL DE COSTA RICA. 

-Artículo 34 de la Convención Colectiva del Banco Nacional de Costa Rica. 

Señala que la norma discrimina a los funcionarios de otros bancos del estado, en tanto el BNCR paga hasta 25 meses de cesantía  y en los demás bancos se pagan 8 meses. 



	07-12764-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Ana Marcela Montanaro Mena
	21-09-07
	SANCIONES A NOTARIOS

-Artículo 139 y 143 inciso b) del Código Notarial.

Asegura que las normas impugnadas equiparan los lineamientos, directrices, exigencias de la Dirección de Notariado o de cualquier otra autoridad competente, con las leyes. En tanto sancionan a los notarios por no acatar las directrices de la Dirección.  



	07-12762-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Rubén Hernández Valle. 

Grupo Promotor Hospital San José S.A.
	21-09-07
	PROCESOS DE ARBITRAJE.

-Artículo 767 inciso 3) del Código Procesal Civil. 

La norma señala: “Serán atraídos por el concurso: 1)… 2)… 3)… Todos los procesos ordinarios y abreviados que se establezcan contra el concurso. Se indica que la norma no establece la obligatoriedad de que los procesos de arbitraje sean atraídos por el proceso de quiebra. 



	07-12766-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Rigoberto Abarca Rojas
	21-09-07
	DELITO DE NEGOCIACIONES INCOMPATIBLES.

-Artículo 347 párrafo primero del Código Penal.

En la norma impugnada se tipifica el delito de negociaciones incompatibles y señala “…será reprimido con prisión de uno a cuatro años, el funcionario público que, directamente, por persona interpuesta o por acto simulado, interese en cualquier contrato u operación que intervenga por razón de su cargo o el funcionamiento público que participe en una negociación comercial internacional para obtener un beneficio patrimonial para si o para un tercero”. Señala que el verbo “interesar” convierte a la norma en un tipo penal abierto. 



	07-12875-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Georgina Fumero Vargas
	25-09-07
	MANUAL DE PROCEDIMIENTOS EN DENUNCIAS RELACIONADAS CON EL CODGIO DE ETICA DEL COLEGIO DE PSICOLOGOS.

-Manual de Procedimientos en Denuncias Relacionadas con el Código de Ética Profesional emitido por la Junta Directiva del Colegio de Profesionales en Psicología de Costa Rica en sesión No. V-06-22-2007, el 16-07-07.

Se acusa que con la nueva estructura aprobada mediante la norma impugnada, se eliminan la funciones de la Fiscalía del Colegio y del Tribunal de Moral, establecidas en la Ley Constitutiva del Colegio de Psicólogos. Se establecen además, sanciones en aplicación de la ética profesional. Afirma que no ha sido publicado en La Gaceta, entre otras irregularidades.  



	07-12902-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	John Brenes Ortíz
	25-09-07
	DELITO DE ABUSOS SEXUALES CONTRA MENOR DE EDAD. 

-Artículo 161 del Código Penal. 

La norma imposibilita al juzgador establecer penas menores a las señaladas en el artículo. 



	07-12994-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Lisbeth Quesada Tristán

Defensora de los Habitantes
	26-09-07
	DESARROLLOS HABITACIONALES EN ZONAS AGRICOLAS. 

-Decreto Ejecutivo No. 33757-MP-MIV AH-MINAE del 11 de abril del 2007. 

La norma impugnada señala que “las fincas por cuyos terrenos se definió el límite de contención urbana o que estén próximos con este a no más de cien metros (100 metros) podrá exceder el uso urbano dentro del área de protección en un porcentaje no mayor del 50 por ciento del área total de la finca o hasta 200 metros del límite cualquiera que fuese menor”.  Se considera que  permitir desarrollos habitacionales en las áreas o zonas agrícolas, sin la debida planificación, violenta lo dispuesto en el artículo 50 de la Constitución Política. 



	07-13064-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Elizabeth Alpízar Salazar
	27-09-07
	SE IMPIDE DAR PREMIOS POR NUEVAS AFILIACIONES A COOPERATIVAS. 

-Artículo 12 inciso c) de la Ley de Asociaciones Cooperativas. 

La norma impugnada no permite ningún tipo de remuneración a favor de asociados que provean nuevas afiliaciones a la cooperativa. Base. 07-12086.



	07-13110-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Giovanni Herrera Alvarado

Representante Legal de la Oficina del PANI en Paquera. 


	28-09-07
	REQUISITOS PARA BENEFICIARIOS DEL SERVICIO DE TRANSPORTE ESTUDIANTIL. 

-Artículos 4 inciso a) y 5 inciso b) del Reglamento del Servicio de Transporte Estudiantil en los Centros Educativos. Decreto Ejecutivo No. 29023-MEP. Publicado en La Gaceta No. 208 del 31-10-2000. 

Las normas impugnadas imponen para ser beneficiarios del servicio de transporte estudiantil: tener un rendimiento académico no inferior a 70 y una de las causales para suspender el servicio es adquirir la condición de reprobado. 



	07-13127-0007-CO

Consulta Judicial


	Tribunal de Casación Penal del II Circuito Judicial de San José. 


	28-09-07
	EXTREMOS MINIMOS DE LOS TIPOS PENALES, IMPIDEN AL JUEZ AJUSTAR EL REPROCHE A LA CULPABILDIAD. 

-Se solicita que la Sala de termine si los extremos mínimos de la pena establecidos en los tipos penales (para el caso concreto en el artículo 161 del Código Penal) violan el principio constitucional de culpabilidad. Es decir, si un  tribunal penal está facultado (aún cuando no haya ley expresa) para imponer una sanción inferior al mínimo señalado por el tipo penal cuando constate, en el caso específico sometido a su juzgamiento, que la culpabilidad de la persona concreta merece un reproche inferior a la señalada por el legislador.  




	2. ACCIONES Y CONSULTAS JUDICIALES VOTADAS




	EXPEDIENTE
	FECHA DE VOTACION


	PARTE DISPOSITIVA

	06-01089-0007-CO

2007-12844
	05-09-07
	A las ocho horas con treinta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Proyectos Agropecuarios para la Exportación Sociedad Anónima, y otras, en contra de la Resolución número 19-04 de las 8:00 del 07 de octubre de 2004, dictada por la Dirección General de Tributación Directa, publicada en La Gaceta número 209 del 26 de octubre de 2004. Se declara sin lugar la acción.-


	07-03724-0007-CO

Voto 2007-12845


	05-09-07
	A las ocho horas con treinta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Andrea Bogantes Rivera y Ricardo Mora Cooper en contra del artículo 30 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República. Se declara con lugar la acción. En consecuencia, se anula el párrafo segundo del artículo 30 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, en tanto dispone: "...Cesará en su cargo el servidor que contrajere matrimonio, a causa de lo cual resulte ligado por parentesco de afinidad que lo inhabilite de acuerdo con lo establecido en el párrafo anterior. En el caso de matrimonio entre servidores de la Dependencia, uno de ellos deberá ser cesado en su relación de servicio." Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-

Los Magistrados Armijo, Cruz y Sosto salvan el voto y declaran sin lugar la acción.-



	07-11181-0007-CO

Voto 2007-12846


	05-09-07
	A las ocho horas con treinta y nueve minutos. Consulta Legislativa de Constitucionalidad. Presidente de la Asamblea Legislativa en lo referente al proyecto de “Aprobación de la Convención Iberoamericana de Derechos de los Jóvenes”, que se tramita en el expediente legislativo número 16.254. Se evacua esta Consulta legislativa preceptiva de constitucionalidad en el sentido que con motivo del trámite de Aprobación de la Convención Iberoamericana de derechos de los jóvenes, expediente legislativo número 16.254, no se ha producido ningún vicio sustancial de forma y de fondo.-


	07-07192-0007-CO

Voto 2007-13153
	12-09-07
	A las catorce horas con treinta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Alexis Monge Agüero en contra de la interpretación auténtica de los artículos 31, 14, 60, 82, 83 y 85 del Código de Deberes Jurídicos, Morales y Éticos del Profesional en Derecho, aprobado en sesión de Junta Directiva número 50-2004 de 25/11/2004 y ratificado el 2 de diciembre de 2004. Se rechaza de plano la acción.-


	07-09890-0007-CO

Voto 2007-13154
	12-09-07
	A las catorce horas con cuarenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Shangi de Santa Ana Sociedad Anónima, en contra del Decreto Ejecutivo número 20518-MIRENEM y contra la Ley 7524 de 10 de julio de 1995. Se rechaza de plano la acción.-



	07-09782-0007-CO

Voto 2007-13155
	12-09-07
	A las catorce horas con cuarenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Bosques de Altamira Casa Cero Seis Uno DUTSU Sociedad Anónima, en contra de los artículos 87 y 88 del Reglamento de Registro Público, Decreto Ejecutivo número 26771-J. Se rechaza de plano la acción.-



	07-06773-0007-CO

Voto 2007-13156
	12-09-07
	A las catorce horas con cuarenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Oscar López Arias en contra de la infracción a normas constitucionales en la suscripción del Tratado de Libre Comercio. Se rechaza de plano la acción.-


	07-04780-0007-CO

Voto 2007-13157
	12-09-07
	A las catorce horas con cuarenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Hooked On Snook Sociedad Anónima, en contra del artículo 47 de la Ley número 6043. Se rechaza de plano la acción.-


	07-11182-0007-CO

Voto 2007-13158
	12-09-07
	A las catorce horas con cuarenta y cuatro minutos. Consulta Legislativa de Constitucionalidad. Directorio de la Asamblea Legislativa en lo referente al Proyecto de Ley denominado ”Aprobación del Protocolo Adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949, relativo a la aprobación de un signo distintivo adicional”, tramitado en el expediente legislativo número 16.297. Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que el proyecto de ley de "Aprobación del Protocolo adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949, relativo a la aprobación de un signo distintivo adicional", tramitado en el expediente legislativo No. 16.297, no resulta inconstitucional. Notifíquese al Directorio de la Asamblea Legislativa.-



	07-04341-0007-CO

Voto 2007-13159


	12-09-07
	A las catorce horas con cuarenta y cinco minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Juez del Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José en lo referente al artículo 297 del Código Penal. Se evacua la consulta formulada por el Juez del Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José, en el sentido de que el artículo 297 del Código Penal que sanciona el delito de motín, no es contraria a los artículos 39 de la Constitución Política y 9 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.-



	06-13032-0007-CO

Voto 2007-13161
	12-09-07
	A las catorce horas con cuarenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Bejuco Inversiones Sociedad Anónima, y otro, en contra del artículo 33 inciso 15) de la Ley 7111 que es Ley de Presupuesto Ordinario, Fiscal y por programas para el años 1989, publicada en el alcance No. 41 a La Gaceta No. 246 de 27 de diciembre de 1988, y por conexión o consecuencia el Decreto 32825-MINAE publicado en La Gaceta No. 242 del 15 de diciembre de 2005, artículos 2 y el 54 de la Ley No. 7575, que es Ley Forestal y por conexión o consecuencia los artículos 15 y 16 de la Ley de Vida Silvestre No. 7317. Se corrige el error material consignado en la parte dispositiva de la sentencia número 2007-007137 de las dieciséis horas y cuarenta y siete minutos del veintitrés de mayo de dos mil siete. Léase correctamente el Por Tanto de esa sentencia de la siguiente forma: "Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia, se anula el artículo 33 inciso 15) de la Ley 7111 que es Ley de Presupuesto Ordinario, Fiscal y por programas para el año 1989 y el Decreto Ejecutivo No. 32825-MINAE del 19 de septiembre de 2005. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. En lo demás, se rechaza por el fondo la acción.  Notifíquese”.-


	07-05632-0007-CO

Voto 2007-13162
	12-09-07
	A las catorce horas con cuarenta y ocho minutos. Consulta. Defensoría de los Habitantes y otros en lo referente al Tratado de Libre Comercio entre República Dominicana, Centroamérica y Estados Unidos. No ha lugar a la gestión formulada.-



	05-15223-0007-CO

Voto 2007-13573
	19-09-07
	A las nueve horas. Acción de Inconstitucionalidad. CODISA SOFTWARE CORPORATION Sociedad Anónima, en contra del artículo 9 inciso f) de la Ley de Impuesto sobre la Renta. Se rechaza de plano la acción.-



	06-04793-0007-CO

Voto 2007-13574
	19-09-07
	A las nueve horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Edgar Morales Quesada en contra de la construcción de un puerto en Puntarenas sin evaluación ambiental. Se declara sin lugar el recurso. Comuníquese.-


	05-03898-0007-CO

Voto 2007-13575
	19-09-07
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Raymundo Sandoval Pinilla en contra de los artículos 3, inciso y), apartado ii) y 41, ambos del Reglamento del Régimen Académico Estudiantil de la Universidad de Costa Rica. Se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad.-



	05-09180-0007-CO

Voto 2007-13576
	19-09-07
	A las catorce horas con treinta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. DELOITTE & TOUCHE Sociedad Anónima, y otros, en contra de los artículos 3, 4, 5, 7, 9, 10, 12, 17, 19, 24, 25, 26, 29, párrafo 4 del artículo 30 y el Transitorio IV del Reglamento sobre auditores externos y medidas de gobierno corporativo aplicables a los sujetos fiscalizados por SUGEF, SUGEVAL y SUPEN. Se declara sin lugar la acción.-

El Magistrado Jinesta salva parcialmente el voto y declara parcialmente con lugar la acción.-



	07-07642-0007-CO

Voto 2007-13577
	19-09-07
	A las catorce horas con cuarenta minutos. Conflicto de Competencia. Poder Ejecutivo en lo referente a si el Ministerio de Salud es competente para fijar políticas y dictar medidas sanitarias de emergencia que son de acatamiento obligatorio para las Municipalidades. Se resuelve el conflicto planteado en el sentido de que es competencia del Ministerio de Salud regular el tratamiento de aguas residuales de la forma en que se hace en el Decreto número 33726-S-MP. Notifíquese.-

Los Magistrados Mora, Calzada y Jinesta rechazan el conflicto planteado por el Ministerio de Salud con la Municipalidad de Belén, por tratarse de competencias de carácter legal y no constitucional.-

El Magistrado Armijo salva el voto y declara que la Municipalidad de Belén es la competente para regular la materia a que se refiere el conflicto.-

El Magistrado Mora pone nota.-


	07-08001-0007-CO

Voto 2007-13578
	19-09-07
	A las catorce horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Compañía Bananera Talamanca Sociedad Anónima, en contra del artículo 48 de la Ley Constitutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social y el Reglamento para el Cierre de Negocios por Mora en el Pago de Cuotas. Se rechaza por el fondo la acción.-



	05-16002-0007-CO

Voto 2007-13579
	19-09-07
	A las catorce horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Procuraduría General de la República en contra del artículo número 48 de la Ley del Sistema Nacional de Archivos, Ley número 7202 del 24 de octubre de 1990. Se declara con lugar la acción. Se anula por inconstitucional el artículo 48 de la Ley del Sistema Nacional de Archivos, Ley No. 7202 del 24 de octubre de 1990. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia del acto anulado, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta.-



	06-13174-0007-CO

Voto 2007-13580
	19-09-07
	A las catorce horas con cincuenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Patricia Zamora Castro en contra del inciso b) del artículo 19 de la ley 8285, Ley de Creación de la Corporación Arrocera. Se declara sin lugar la acción. Notifíquese.-

El Magistrado Vargas salva el voto e interpreta conforme al Derecho de la Constitución que el inciso b) del artículo 19 de la Ley de Creación de la Corporación Arrocera (CONARROZ) no es inconstitucional, en la medida que se interprete que los delitos dolosos a los que hace referencia son aquellos ligados al ejercicio de la función pública.-



	02-05311-0007-CO

Voto 2007-13581
	19-09-07
	A las quince horas. Acción de Inconstitucionalidad. Empresas Multicines del Outlet Sociedad Anónima, en contra del artículo 4° del Decreto Ejecutivo número 23485-MP, del 4 de julio de 1994. Se rechaza de plano la acción.-



	05-00466-0007-CO

Voto 2007-13582
	19-09-07
	A las quince horas con cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Asociación Preservacionista de Flora y Fauna Silvestre en contra de la Ley número 8430 de 22 de noviembre de 2004, reforma al artículo 36 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas y Terrestres. Se declara sin lugar la acción.-


	06-09174-0007-CO

Voto 2007-13583
	19-09-07
	A las quince horas con diez minutos. Acción de inconstitucionalidad. Yalena de la Cruz Figueroa en contra del párrafo segundo del artículo 170 y 171 del Código de la Niñez y Adolescencia, y artículos 2, 6, 20 y 24 del Reglamento al Código de Niñez y Adolescencia. Se declara sin lugar la acción, en el entendido de que las normas cuestionadas no pueden interpretarse de manera tal que desconozcan, perjudiquen o disminuyan las potestades constitucionales del Patronato Nacional de la Infancia. Notifíquese.-

La Magistrada Calzada y los Magistrados Vargas y Armijo declaran con lugar la acción, con sus consecuencias.-

El Magistrado Solano pone nota.-



	07-06514-0007-CO

Voto 2007-13584
	19-09-07
	A las quince horas con quince minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Hermes Jiménez Madriz en contra de la jurisprudencia del Tribunal de Familia y Juzgado contra la Violencia Doméstica, ambos de Alajuela, que niegan protección al adulto mayor cuando no hay parentesco. Se rechaza de plano la acción.-



	07-11618-0007-CO

Voto 2007-13585
	19-09-07
	A las quince horas con cuarenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Oscar López Arias en contra del Decreto DAJ-RC-335-07. Se deniega el trámite a esta acción.-


	07-11693-0007-CO

Voto 2007-13586
	19-09-07
	A las quince horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Carlos Luis Rojas Montoya en contra del artículo 164, párrafo segundo, del Código Notarial, Ley número 7764. Se deniega el trámite a esta acción.-



	04-08103-0007-CO

Voto 2007-13587
	20-09-07
	A las nueve horas con treinta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Transmerquim de Costa Rica Sociedad Anónima, en contra del artículo 5° de la Ley número 7428, de Tarifa de Impuestos Municipales del Cantón Central de Cartago. Se declara sin lugar la acción.-

Los Magistrados Vargas y Jinesta, y la Magistrada Abdelnour, salvan el voto y declara con lugar la acción con sus consecuencias.-



	11987-0007-CO

2007-13665
	21-09-07
	A las nueve horas con cuarenta y siete minutos. Consulta Legislativa de Constitucionalidad. Presidente de la Asamblea Legislativa en lo referente al Convenio entre la República de Costa Rica y la República Argentina sobre Mutua Asistencia Judicial contra el Tráfico de Drogas”, que se tramita en el expediente legislativo número 15.925. Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que el proyecto de ley de aprobación proyecto Convenio entre la República de Costa Rica y la República Argentina sobre Mutua Asistencia Judicial contra el Tráfico de Drogas», que se tramita en el expediente legislativo número 15.925, no resulta inconstitucional.-


	3.  SENTENCIAS INTEGRAS PUBLICADAS




	07-003639-0007-CO

Voto Nº 2007-11621
	Consulta Judicial Preceptiva de Constitucionalidad. Formulada por la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, dentro del proceso para la revisión de la sentencia promovida por Rodolfo Hidalgo Vásquez contra la resolución número 303-05 del Tribunal Penal de Juicio del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, de las quince horas cuarenta y cinco minutos del treinta de setiembre de dos mil cinco.     Boletín Judicial No. 176 del 13 de setiembre del 2007.
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AMBIENTE 

13582-07. CERTIFICADO DE GASES DE VEHICULOS USADOS. Acción de Inconstitucionalidad contra de la Ley número 8430 de 22 de noviembre de 2004, reforma al artículo 36 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas y Terrestres. La normativa se  impugna únicamente en cuanto se estima que la eliminación del requisito de la certificación de emisión de gases de los vehículos usados importados es contraria al mandato constitucional de la tutela estatal del ambiente. SL
13574-07. CONSTRUCCION DE UN PUERTO EN PUNTARENAS SIN EVALUACION AMBIENTAL. La norma se impugna en cuanto, en criterio del accionante, es inconstitucional -en cuanto amenaza el derecho de los ciudadanos a disfrutar de un ambiente sano y ecológicamente balanceado- que aquélla permita que los estudios y autorizaciones de carácter ambiental en proyectos de la envergadura de la construcción de un puerto, se realicen después del inicio del proceso licitatorio e incluso una vez suscrito y refrendado el contrato de concesión correspondiente. SL
ASAMBLEA LEGISLATIVA
13665-07. CONVENIO ENTRE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA Y LA REPÚBLICA ARGENTINA SOBRE MUTUA ASISTENCIA JUDICIAL CONTRA EL TRÁFICO ILÍCITO DE DROGAS. Consulta Legislativa de Constitucionalidad en lo referente al Convenio entre la República de Costa Rica y la República Argentina sobre Mutua Asistencia Judicial contra el Tráfico de Drogas”, que se tramita en el expediente legislativo número 15.925. Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que el proyecto de ley de aprobación proyecto Convenio entre la República de Costa Rica y la República Argentina sobre Mutua Asistencia Judicial contra el Tráfico de Drogas», que se tramita en el expediente legislativo número 15.925, no resulta inconstitucional.-

13158-07. PROTOCOLO ADICIONAL A LOS CONVENIOS DE GINEBRA. Consulta Legislativa de Constitucionalidad referente al Proyecto de Ley denominado ”Aprobación del Protocolo Adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949, relativo a la aprobación de un signo distintivo adicional”, tramitado en el expediente legislativo número 16.297. Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que el proyecto de ley de "Aprobación del Protocolo adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949, relativo a la aprobación de un signo distintivo adicional", tramitado en el expediente legislativo No. 16.297, no resulta inconstitucional. Evacuada
12846-07. CONVENCION DE DERECHOS DE LOS JOVENES. Consulta Legislativa de Constitucionalidad referente al proyecto de “Aprobación de la Convención Iberoamericana de Derechos de los Jóvenes”, que se tramita en el expediente legislativo número 16.254. Se evacua esta Consulta legislativa preceptiva de constitucionalidad en el sentido que con motivo del trámite de Aprobación de la Convención Iberoamericana de derechos de los jóvenes, expediente legislativo número 16.254, no se ha producido ningún vicio sustancial de forma y de fondo. Evacuada
COMERCIO
13576-07. REGULACION DE LA RELACION DE LAS EMPRESAS CON AUDITORES EXTERNOS. Acción de Inconstitucionalidad contra de los artículos 3, 4, 5, 7, 9, 10, 12, 17, 19, 24, 25, 26, 29, párrafo 4 del artículo 30 y el Transitorio IV del Reglamento sobre auditores externos y medidas de gobierno corporativo aplicables a los sujetos fiscalizados por SUGEF, SUGEVAL y SUPEN. El reglamento impugnado pretende reforzar la normativa en relación con los auditores externos e introducir un marco mínimo de medidas de gobierno corporativo que asegure la calidad y el trabajo de esos auditores. Aseguran que el Conassif no tiene potestades para dictar lo que estipulan.  Se pretende entre otras cosas, que el Conassif fiscalice y regule empresas domiciliadas en el extranjero, se pretende definir las condiciones que deben reunir los despachos de auditores (entre ellas inscribirse en un registro) y a ello se suma que los sujetos fiscalizados deben comprobar que el auditor que contraten los cumpla,  prohíbe que las empresas fiscalizadas contraten ciertos servicios complementarios con la misma firma que las audita y, en cuanto a los que sí permite, limita el monto de honorarios que por esos servicios puede recibir una firma del mismo cliente que audita, se obliga a rendir un informe, tanto del sujeto fiscalizado como del auditor, en caso de que se rompa la relación en entre ellos, bajo pena de desinscripción del registro. Se declara sin lugar la acción. El Magistrado Jinesta salva parcialmente el voto y declara parcialmente con lugar la acción. SL
13580-07. LIMITACIONES PARA SER PARTE DE JUNTA DIRECTIVA DE CONARROZ. ANTECEDENTE PENAL. Acción de Inconstitucionalidad contra del inciso b) del artículo 19 de la ley 8285, Ley de Creación de la Corporación Arrocera. Alega la recurrente que la norma impone una limitación para formar parte de una Junta Directiva en razón de tener un antecedente penal, lo cual se convierte en una especie de “pena perpetua” que lesiona el principio de igualdad en relación con los parámetros constitucionales de razonabilidad y proporcionalidad así como los artículos 40 y 42 constitucionales que proscriben la imposición de penas perpetuas y el derecho de no ser juzgado dos veces por un mismo hecho.  Se declara sin lugar la acción. El Magistrado Vargas salva el voto e interpreta conforme al Derecho de la Constitución que el inciso b) del artículo 19 de la Ley de Creación de la Corporación Arrocera (CONARROZ) no es inconstitucional, en la medida que se interprete que los delitos dolosos a los que hace referencia son aquellos ligados al ejercicio de la función pública. SL
13578-07. CIERRE DE NEGOCIOS POR FALTA DE PAGO DE CUOTAS OBRERO PATRONALES. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 48 de la Ley Constitutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social y el Reglamento para el Cierre de Negocios por Mora en el Pago de Cuotas. Alega que la norma impugnada otorga prerrogativas a la Caja Costarricense del Seguro Social en perjuicio de los empresarios, pues les faculta cerrar una empresa por mora en el pago de las cuotas. Esa violación a derechos fundamentales que se otorga a la institución es innecesaria porque el artículo 56 de la citada Ley prevé otras formas coercitivas de exigir lo adeudado. Adicionalmente, no se pueden establecer por Reglamento disposiciones que violen derechos fundamentales. Sobre el tema se cita la sentencia 10103-06. RF

13385-07. CANCELAN PATENTE COMERCIAL. Señala el accionante que aún cuando los ha depositado el pago de sus impuestos municipales, en las cuentas de la entidad recurrida, no se los quieren aplicar. Afirma que  sin procedimiento alguno, que le permitiera ejercer su derecho de defensa, le cancelaron la patente de su local comercial. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula la disposición tomada por la Municipalidad de San José de cancelar la patente comercial otorgada al recurrente para la actividad de fotocopiado en el local denominado Multiservicios Muñoz S.A.  CL
CONTRATOS O LICITACIONES
13544-07. REQUISITOS PARA CONTRATACION ADMINISTRATIVA.  Alega el accionante que su empresa está debidamente inscrita para prestar servicios de seguridad, según consta en la resolución número 0027-2005-DSSP del Ministerio de Seguridad Pública. Señala, que la Oficina de Proveeduría y Licitaciones recurrida, publicó un aviso invitando a participar a los oferentes, en el procedimiento de contrataciones de empresas de seguridad, para la custodia de bienes adjudicados en pago de obligaciones, bajo la Licitación Pública número 2006 LG-000016-1. Sin embargo, la amparada se vio obligada a no presentar su oferta en dicha licitación, por cuanto en la misma, se expresó como requisito indispensable para participar, lo siguiente: “los oficiales de seguridad costarricenses”, estimando que dicho requisito no deja posibilidad para que aquellas empresas que tengan dentro de sus planillas personal extranjero legalmente inscrito y con las autorizaciones del Ministerio de Seguridad Pública para ejercer este tipo de trabajo, puedan participar en igualdad de condiciones. CL
DERECHO A LA EDUCACIÓN

13575-07. SUSPENSION DE MATRICULA A ESTUDIANTES EN UCR. Acción de Inconstitucionalidad contra de los artículos 3, inciso y), apartado ii) y 41, ambos del Reglamento del Régimen Académico Estudiantil de la Universidad de Costa Rica. Las normas se impugnan en cuanto disponen que el estudiante con matrícula suspendida, no podrá matricularse en ningún curso de la Institución por dos años lectivos la primera vez y por cuatro años lectivos, cada vez que reincida. SL
13044-07. SANCIÓN SIN DEBIDO PROCESO.  Señala la recurrente que su hija es estudiante de décimo año en el Liceo de Heredia, en donde se le confeccionó una boleta por una supuesta falta gravísima, de acuerdo al artículo 39 inciso a) de una normativa interna, la cual no se indica en que consiste.  Indica que el 17 de julio del año en curso, se le notificó la apertura de un expediente administrativo en contra la menor, documento en el cual se hace mención al artículo 87 del Reglamento de Evaluación de los Aprendizajes del Ministerio de Educación Pública, además, se le comunicó la audiencia para una entrevista a efectuarse el 24 de ese mismo mes y año.  Que la comparecencia se llevó acabo sin que estuviera presente la madre de la menor amparada. Se le aplicó una sanción de amonestación y el rebajo de 45 puntos de la nota de conducta, interrupción del proceso educativo por el período de 2 meses.  Plantea que no se efectuó la intimación e imputación al momento del supuesto traslado de los cargos, ni se le indicó la posibilidad de contar con asistencia técnica letrada.  Aunado a ello, que la resolución en cuestión carece de la debida fundamentación, situación que violenta los derechos de defensa, debido proceso y a un procedimiento administrativo pronto y cumplido. Se declara con lugar el recurso y en consecuencia se anula todo lo actuado por las autoridades del Liceo de Heredia en relación con la amparada, dentro del procedimiento disciplinario seguido en su contra. Se ordena al Director del Liceo de Heredia, restituir a la amparada en el pleno goce de sus derechos conculcados. CL
12848-07. SANCION A ESTUDIANTE EN UCR. Alega el recurrente, estudiante de Medicina, que la Universidad de Costa Rica dispuso suspenderlo durante 6 meses sin seguirle el debido proceso. No se le comunicó la posibilidad de contar con un abogado, en el expediente no constan declaraciones de posibles testigos, no se observaron los procedimientos establecidos en los reglamentos y no se aplicó correctamente la normativa que establece la sanción, pues no consideró las condiciones atenuantes. Se declara con lugar el recurso. Se anula la sanción que la Escuela de Medicina de la Universidad de Costa Rica impuso al amparado en oficio No. E.M.-D-0604-12-2006, del 15 de diciembre del 2006. CL
13029-07. SANCION SIN DEBIDO PROCESO. Alega el accionante que la Directora de la Escuela San Joaquín de San Vito de Coto Brus y le impuso una sanción disciplinaria por hechos que calificó como gravísimos, consistente en la suspensión del proceso de enseñanza por veinte días naturales, a partir del tres de agosto del año en curso, sanción que se encuentra cumpliendo en este momento el menor amparado. Aduce que el procedimiento administrativo que culminó con la referida sanción, vulneró los principios que integran el debido proceso, ya que nunca se les indicó cuáles son los hechos gravísimos que se le  atribuyen al  estudiante. Adicionalmente, se les negó el acceso al expediente administrativo para proveer a la defensa del sancionado, limitándose la accionada a entregarles copia del expediente acumulativo. Agrega que presentaron copia del expediente psicológico del servicio de psicología clínica del Hospital Nacional Psiquiátrico, que acredita la condición  mental del menor y esa prueba no fue valorada por la accionada para imponer la sanción descrita. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente en cuanto a la falta de intimación de los hechos imputados al amparado dentro del procedimiento disciplinario seguido en su contra. Se anula la resolución de la Dirección de la Escuela San Joaquín de San Vito del veinticuatro de julio de dos mil siete, así como todas las actuaciones posteriores al dictado de dicho pronunciamiento dentro del procedimiento disciplinario seguido contra el amparado. CL

DERECHO A LA INFORMACIÓN
13363-07. NIEGAN ACCESO A ESTUDIOS TECNICOS GEOLÓGICOS. Señala el accionante que solicitó al Ministerio de Ambiente y Energía, observar y fotocopiar los estudios técnicos geológicos agregados a los expediente 2-2002 y 07-97, ubicados en el Registro Nacional Minero del Ministerio del Ambiente y Energía, pero ello se le ha denegado, pues se ha alegado que se trata de documentos de carácter privado. Sobre el tema se cita la sentencia 5000-00. Con base en las consideraciones expuestas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. Se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada salva el voto y declara con lugar el recurso con sus consecuencias. SL
DERECHO A LA SALUD

13749-07. TRATAMIENTO. Señala el recurrente que es paciente del Hospital San Juan de Dios debido a que padece de cáncer gástrico, razón por la que el Consejo médico del hospital le prescribió la aplicación del tratamiento con el acelerador lineal; sin embargo la Gerencia Médica le rechazó la solicitud por considerar que el caso no se ajusta a los parámetros por ellos usados. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente de la Caja Costarricense de Seguro Social y a la Directora General del Hospital San Juan de Dios, que dispongan inmediatamente las gestiones que sean necesarias para brindarle al amparado, el tratamiento dispuesto por sus médicos tratantes como consecuencia del cáncer gástrico que le fue diagnosticado, bajo la responsabilidad de estos últimos. CL 

13664-07. ATENCIÓN MÉDICA.  Señala el accionante que por tener balas incrustadas en su cuerpo, específicamente en su espalda, le producen fuertes dolores de espalda, inflamaciones y dolores en general que no se han atendido por el centro de salud por una descoordinación del centro para concretar las citas respectiva afectando con ello su derecho a la salud. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social y a la Directora General del Hospital San Juan de Dios, realizar las gestiones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que de inmediato, a partir de la comunicación de esta sentencia, se valore al amparado y de ser procedente se le realice la intervención quirúrgica que necesita, dentro de un plazo razonable, de acuerdo con los términos de dicha valoración. CL
13547-07. EXAMEN.  Señala el recurrente que desde el tres de julio anterior entregó una referencia del urólogo de la Clínica Carlos Durán en el Hospital Dr. Rafael Angel Calderón Guardia, a fin de que se le realizara una biopsia prostática, pues no lo realizan en esa Clínica, sin embargo a la fecha de interposición del recurso no le han dado la cita correspondiente, por lo que teme por su vida ya que en caso de que tenga cáncer puede ser tarde para su tratamiento. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Director General del Hospital Calderón Guardia, de la Caja Costarricense de Seguro Social, que gire las órdenes que están dentro del ámbito de sus atribuciones y de su competencia, para que de forma inmediata se valore al amparado en el servicio de Urología de ese Hospital, de acuerdo con la referencia de 3 de julio de 2007, realizada por el médico de la Clínica Carlos Durán Cartín. CL
13553-07. MEDICAMENTO. Señala la recurrente que padece de un cáncer de mama  clasificado como Her 2 +++  ante lo cual el médico tratante le prescribió el medicamento trastuzumab. El Comité Local de Farmacoterapia del Hospital Dr. Calderón Guardia  envío la solicitud al Comité Central de Farmacoterapia, la cual indicó que se está en espera de una resolución general por parte de las autoridades superiores debido a razones presupuestaras. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, adoptar de manera inmediata las medidas que sean necesarias y efectivas para proporcionar a la recurrente el medicamento trastuzumab (Herceptin), según las indicaciones de su médico tratante. El Magistrado Armijo salva el voto y declara sin lugar el recurso. CL
13549-07. MEDICAMENTO.  Señala la accionante que le ha sido suspendida la aplicación del medicamento denominado Toxina Botulínica, necesario para paliar su padecimiento de Síndrome de Beige, porque se ha agotado en la Caja Costarricense de Seguro Social. Se declara con lugar el recurso y se ordena al Dr. Eduardo Doryan Garrón, presidente ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social y a la Gerente de la División Médica de esa institución, que tomen las medidas necesarias para que se le suministre inmediatamente a la amparada, el medicamento denominado Toxina Botulínica, en la forma que prescriba su médico tratante. CL
13548-07. CIRUGÍA. MENOR DE EDAD. La recurrente, madre de la menor amparada, considera que a ésta se le están violentando su derecho a la salud por cuanto, pese a que criterio médico ya determinó que el padecimiento de su hija sólo mejoraría con una intervención quirúrgica, tal intervención no se le ha programado sino que solamente se le ha otorgado cita hasta para junio del 2008. Se declara con lugar el recurso, en consecuencia se ordena al Director General del Hospital Nacional de Niños, girar de inmediato la orden de proceder a la intervención quirúrgica que la menor amparada requiere, según lo determine su médico tratante, bajo su entera responsabilidad profesional y contando con la debida supervisión médica. El Magistrado Vargas salva el voto y declara sin lugar el recurso. CL
13503-07. MEDICAMENTO. Señala la amparada la violación a su derecho de salud, toda vez que aún cuando el médico tratante -quien labora en el Hospital México- le prescribió el medicamento denominado "xeloda", no se le brinda porque está agotado. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena la Gerente de la División Médica y al Presidente Ejecutivo ambos de la Caja Costarricense de Seguro Social y al Director General Interino, a la Directora a.i. de Farmacia ambos del Hospital México; o a quienes en sus lugares ejerzan esos cargos, lo siguiente: a) Suministrarle de inmediato a la amparada el medicamento Xeloda; b) De inmediato agilizar los trámites de adquisición y distribución de ese medicamento; c) Planificar adecuadamente la compra y adquisición del medicamento referido. CL
13502-07. MEDICAMENTO. Señala la accionante que el medicamento que le fue prescrito por su médico tratante, denominado toxina botulínica, para el tratamiento de calambres musculares de tipo “miotónico” que afectan su salud y calidad de vida, se le ha dejado de suministrar a partir de abril del 2007, por parte de la Farmacia del Hospital Dr. Rafael Calderón Guardia, debido a su desabastecimiento. Alega que a la fecha de interposición del presente amparo lleva cuatro meses esperando que le suministren el referido medicamento por lo que está sufriendo, nuevamente, de calambres y fasciculaciones. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social y al Director General del Hospital Dr. Rafael Calderón Guardia, lo siguiente: a) suministrarle inmediatamente a la amparada, el tratamiento prescrito por sus médicos tratantes; b) tomar las respectivas medidas de urgencia, para adquirir suficientes existencias de toxina botulínica y atender de modo continuo e ininterrumpido la demanda de ese tratamiento; c) coordinar y planificar las gestiones administrativas para promover la compra de medicamentos antes de que se agote su existencia y d) abstenerse de volver a incurrir en la conducta omisiva que dio lugar al presente amparo. CL
13114-07. MEDICAMENTO. Señala el recurrente alega que  es asegurado directo, que padece de  diabetes mellitus tipo 2 desde hace 20 años e hipertensión de arterias desde hace 5 años por lo que para su tratamiento le recetan pastillas Irbesartán de 150 mg.a; sin embargo  el Servicio de Farmacia del Hopital San Juan de Dios no le ha despachado la receta prescrita por el médico tratante debido que le medicamento se encuentra agotado, situación que considera que se lesiona su derecho a la salud. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Gerente Financiero y Jefe del Area de Gestión de Medicamentos, ambos de la Caja Costarricense de Seguro Social adoptar las previsiones necesarias para que en el futuro no se presenten desabastecimientos del medicamento denominado Irbesartan 150 mg., en perjuicio de la adecuada prestación del servicio público. CL
13149-07. CITA MÉDICA. Señala el recurrente que le fue confeccionada una referencia al Servicio de Otorrinolaringología del Hospital Max Peralta de Cartago, para que se le atendiera por un fuerte dolor que sufre en los oídos, especialmente, en el izquierdo, del cual además expide mal olor, se le concedió cita en dicho Nosocomio hasta el 2 de enero del 2009. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director Médico del Hospital Max Peralta de Cartago, programar una cita para que el amparado, sea atendido en el Servicio de Otorrinolaringología de ese Centro Médico, en el plazo de dos meses, contados a partir de la comunicación de esta resolución. La Magistrada Calzada salva el voto únicamente ordenando la atención inmediata al recurrente. CL
13052-07. MEDICAMENTO. Señala la recurrente la violación a su derecho a la salud ocasionada por la Caja Costarricense de Seguro Social al indicarle que no sería posible brindarle el tratamiento requerido para su padecimiento ya que no había medicamento disponible en el hospital. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General y Jefe a.i del Servicio de Neurología respectivamente, ambos del Hospital Dr. Rafael Ángel Calderón Guardia y al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense del Seguro Social, tomar las medidas de urgencia, en coordinación con el Departamento de Adquisiciones, la Dirección de Recursos Materiales y la Junta Directiva, de la Caja Costarricense de Seguro Social, para adquirir suficientes existencias de Toxina Botulínica y atender de modo continuo e ininterrumpido la demanda de dicho medicamento. De igual manera se les ordena girar las instrucciones y órdenes pertinentes para que a la amparada, se le suministre ese medicamento Toxina Botulínica, en las fechas, cantidad y dosificación indicada por su médico tratante. CL
13049-07. ENTREGA DE PACIENTE EN ESTADO DE COMA. FAMILIA NO TIENE CONDICIONES PARA RECIBIRLO. Alega la recurrente que el pasado 20 de abril de 2007, su esposo, sufrió un accidente que le provocó un daño cerebral severo, siendo que desde ese momento y hasta el día de hoy se encuentra en estado de coma sin tener aún ninguna mejoría, mas sin embargo, una trabajadora social le comunicó que lo iban a egresar del hospital y se lo tenía que llevar a la casa. Estima que, dada su falta de conocimiento en la materia y las malas condiciones de su vivienda, no podría brindarle a su esposo los cuidados que en realidad necesita, lo cual resulta violatorio de su derecho a la salud. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora General del Hospital San Juan de Dios, mantener al amparado en el Hospital que dirige, hasta tanto no se le otorgue a su familia la ayuda económica procedente y el apoyo necesario para su adecuada atención. Una vez obtenidas esas condiciones el Departamento de Trabajo Social del Hospital, deberá fiscalizar periódicamente las condiciones de atención del paciente en su grupo familiar. CL
13051-07. TRATAMIENTO MEDICO.  Manifiesta el accionante que le fue autorizado en la Gerencia Médica, según oficio No. 28859, el tratamiento del Acelerador Lineal (Radioterapia Tridimensional 3D Conformacional No Convencional) así como el tratamiento de la quimioterapia con Temodal, tratamiento indicado por su médico tratante, el cual debe iniciarse conjuntamente con el tratamiento del acelerador lineal. Por el tipo de lesión cerebral que tiene, ambos tratamientos debieron haberse iniciado el 19 de julio del 2007, un mes después de la cirugía que le practicaron y en la que se le extirpó el 90% del tumor que sufría. Debido a que el acelerador lineal del Hospital México está presentando fallas constantes, lo cual provoca la suspensión temporal de los tratamientos, y dado que en su caso particular el tratamiento no puede ser suspendido por el tipo de lesión que tiene, requiere que la Caja Costarricense de Seguro Social le autorice el tratamiento del Acelerador Lineal (Radioterapia Tridimensional 3d Conformacional No Convencional), en el Centro de Radiaciones Irazú, de acuerdo con el convenio existente entre ambas instituciones, ya que es de suma urgencia que reciba este tratamiento lo antes posible por la alta tasa recidiva del tumor. Asimismo que se le autorice el tratamiento de la quimioterapia con Temodal, pues como explicó anteriormente, ambos tratamientos deben hacerse conjuntamente. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Gerente de la División Administrativa de la Caja Costarricense del Seguro Social, que en forma inmediata tome las medidas necesarias y gire las instrucciones pertinentes a fin de que garantizar que la amparada, reciba el tratamiento médico que requiere, radioterapia 3D Conformacional en concomitancia con el Temodal, para atender adecuadamente su padecimiento, según la indicación de su médico tratante y de la Sesión de Oncología del Hospital San Juan de Dios del día nueve de julio del dos mil siete. CL
13050-07. MEDICAMENTO. Señalan los recurrentes la falta de suministro del medicamento denominado Lamotrigina (Lamictal) a la amparada, que le ha sido prescrito en el Servicio de Neurología del Hospital San Juan de Dios para tratar su padecimiento de epilepsia. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, a la Directora General del Hospital San Juan de Dios y a la Directora a.i. del Servicio de Farmacia de ese Hospital, que tomen las medidas necesarias para que se le suministre inmediatamente a la recurrente el medicamento denominado Lamotrigina (Lamictal), en la forma prescrita por su médico tratante. CL
12803-07. TRATAMIENTO DE RADIOTERAPIA. Alega el recurrente que se ha quebrantado su derecho a la salud, porque la autoridad recurrida le ha negado el acceso a la continuación del tratamiento de radioterapia con acelerador lineal por fallas técnicas de dicho equipo. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Director General del Hospital México y al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense del Seguro Social, que dispongan lo necesario a fin de que se coordine inmediatamente la programación de forma cierta y precisa de la continuación del tratamiento de radioterapia que el amparado necesita. Lo anterior deberá preverse de manera que la continuación del tratamiento que requiere el amparado se concrete inmediatamente a partir de la comunicación de esta sentencia. CL
12802-07. MEDICAMENTO. Señala la recurrente que se le prescribió el medicamento Tamoxifeno para atender su padecimiento de cáncer de mama. Sin embargo, desde hace dos meses que se le suspendió dicho tratamiento, bajo el argumento que el medicamento está agotado. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo a.i. de la Caja Costarricense de Seguro Social y al Director General del Hospital Dr. Rafael Ángel Calderón Guardia, lo siguiente: a) suministrarle inmediatamente a la amparada el tratamiento prescrito por su médico tratante; b) tomar las respectivas medidas de urgencia, para adquirir suficientes existencias de Tamoxifeno y atender de modo continuo e ininterrumpido la demanda de ese tratamiento; c) coordinar y planificar las gestiones administrativas para promover la compra de medicamentos antes de que se agoten sus existencias y d) abstenerse de volver a incurrir en la conducta omisiva que dio lugar al presente amparo. CL
12826-07. CITA MÉDICA. Alega el recurrente que se lesiona su derecho a la salud pues a pesar de que tiene un quiste en el riñón derecho y sufre dolores así como molestias, le otorgaron cita  para el veinticinco de noviembre del dos mil ocho y por ello pide la estimación del amparo. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora del Hospital Max Peralta de Cartago, efectuar las valoraciones médicas al recurrente, que sean necesarias para determinar si padece de un quiste en el riñón y hacerle el diagnóstico respectivo. CL 

DERECHO DE PENSION
13480-07. CADUCIDAD DE DERECHO DE PENSION. Alega el accionante que en el mes de setiembre del año 2000, se aprobó su solicitud de pensión de gracia por un monto de treinta y un mil ochocientos setenta y siete colones con sesenta céntimos (¢ 31,87760). Sin embargo, después de más de más de 6 años de estar en firme la resolución RN-212-2000, la recurrida le comunicó, la caducidad de su derecho a la pensión del régimen de gracia. Acusa el petente que se revoca un acto declarativo de derechos, sin resguardar su derecho de defensa. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución número R-EP-JNP-953-2006 de las catorce horas del quince de febrero del dos mil seis, de la Junta Nacional de Pensiones el Ministerio de Educación Pública, dejando sin efecto la declaración de caducidad del derecho a la pensión del recurrente. CL
DERECHO DE TRABAJO
13643-07. TRASLADO DE DIPLOMATICO. Señala el recurrente que fue cesado arbitrariamente de sus funciones como Embajador Representante Permanente de Costa Rica ante la OEA y rotado a un cargo en el Servicio Interno del Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto en la primera categoría de la carrera de Servicio Exterior, toda vez que no ha brindado su consentimiento para ser rotado según lo dispone el artículo 44 del Estatuto de Servicio Exterior, ni se le indican las funciones que desempeñaría, el acto fue dispuesto por el Consejo de Gobierno, el cual no es competente para disponerlo así, sino al Poder Ejecutivo. El Estatuto de Servicio Exterior, faculta al jerarca a efectuar los traslados que considere pertinentes sin variar la categoría de los funcionarios, y en este caso, de los autos no se desprende que al recurrente en ningún momento se le esté variando su categoría ni lesionando ninguno de sus derechos laborales. Consta que el acuerdo fue también suscrito y reiterado por el Presidente de la República y el Ministro de Relaciones Exteriores. Con base en las consideraciones expuestas en la sentencia, se indica que  si el recurrente estima improcedente las resoluciones impugnadas, deberá acudir a la vía ordinaria, en resguardo de sus derechos. SL
13382-07. SANCIÓN. Señala el recurrente que se le amonestó por escrito, sin brindársele audiencia alguna para que pudiera ejercer sus derechos. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anulan los memorandos de la Directora del Liceo de Occidente de Cartago Nº LOC-11-07 y LOC-12-07 de 9 de mayo, LOC-13-07 de 14 de mayo, LOC­14-07 de 15 de mayo, LOC-17-2007 LOC-18-07 de 14 de mayo, todos de 2007. Se restituye al amparado en el pleno goce de sus derechos fundamentales. CL
13475-07. DERECHO DE TRABAJO DE MENORES DE EDAD.  Alega el recurrente que el Jefe o Encargado del Departamento de Diario de Bienes Muebles, giró instrucciones para impedirle realizar los trámites de presentación de documentos ante esa Sección del Registro bajo el argumento de que es menor de edad. En este caso, el acuerdo de la Junta del Registro Público, lo que requiere es que la persona presente una identificación y para ello, existe una ley mediante la cual se les ha otorgado una tarjeta de identidad a los costarricenses mayores de doce años y menores de dieciocho, precisamente con el fin de que puedan ser identificados, a efecto de ejercer sus derechos, como lo es también, el derecho al trabajo. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se ordena al Director General del Registro Nacional, que proceda en forma inmediata a la comunicación de esta sentencia, a ordenar y hacer cumplir las disposiciones respectivas, a fin de que a los menores entre quince años y diecisiete años de edad debidamente identificados, les sean recibidos los documentos en los Diarios del Registro Nacional. CL
13286-07. SUSPENSION DE SALARIO POR PRISION.  DERECHO DE IMAGEN. Alega el recurrente que se encuentra nombrado como raso de policía  y fue suspendido sin goce de salario debido que  el Juzgado Penal de Alajuela, que dictó una orden de prisión preventiva en su contra, posteriormente, se dispuso su libertad; sin embargo a la fecha no ha sido reinstalado en su puesto ni se le cancelado el salario, a pesar que a otro funcionario que también se encontraba suspendido por la misma causa ya fue reinstalado. Alega la violación al derecho a la imagen, por la información que salió en la prensa. Asimismo, acusa que  recibió un telegrama indicando que debe devolver una suma de dinero sin explicación alguna. Esta Sala ya ha resuelto que la suspensión de un trabajador puede ser sin goce de salario cuando se encuentra detenido o privado de libertad, toda vez que la no presentación a trabajar lo es en razón de dicha detención. Se citan las sentencias 8231-98 y 2543-99. Consta que cuando las autoridades se enteraron de la libertad dictada a favor del amparado, procedieron inmediatamente a reintegrarlo. Sobre la alegada violación al principio de igualdad, con base en las consideraciones expuestas en la sentencia, se deduce que no se constata la violación alegada. La Sala en asuntos similares al aquí planteado ha indicado que cuando la Administración quiera recuperar montos pagados de más tiene la obligación de comunicar al empleado, con anterioridad a su aplicación, el rebajo salarial que va a efectuar así como las razones que lo motivan, en respeto del derecho al debido proceso. Sobre la violación al derecho a la imagen, honor y prestigio, se indica que la información difundida en los medios de prensa con respecto al recurrente, no lesiona el derecho a su imagen. SL
13442-07.  IUS VARIANDI. Alega el recurrente que las autoridades recurridas haciendo uso de un ius variandi abusivo, trasladaron  al amparado del puesto de policía ubicado en Candelarita de Puriscal, al de San Rafael de Puriscal. Alega que posteriormente, fue trasladado de San Rafael de Puriscal a San Antonio de Puriscal,  lo cual estima lesivo a sus derechos fundamentales, debido al perjuicio moral, social y económico que sufre al tener que trasladarse a ese lugar. Se declara con lugar el recurso, únicamente, por violación al debido proceso. En consecuencia, se deja sin efecto la orden de traslado dispuesta en contra del recurrente, mediante la cual se le ubicó en San Antonio de Puriscal.  Se restituye al recurrente, en el pleno goce de sus derechos. Esto, si otra causa ajena a la analizada en el sub lite, no lo impide. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
13285-07. DESPIDO DE INTERINO. Alea la recurrente que fue nombrada en el Juzgado de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles de San José, a través de dos nombramientos interinos consecutivos, se ha venido desempeñando como Auxiliar II en una plaza vacante del recién creado Despacho Judicial recurrido. Que al atribuirle una serie de faltas en el desempeño de su trabajo y sin procedimiento alguno que le permitiera ejercer su derecho de defensa, la funcionaria recurrida le comunicó el pasado 16 de julio que no se le prorrogaría más su nombramiento, y en su lugar nombró a otra persona también interinamente. En este caso se informa que la suspensión del nombramiento se debió a la ineficiencia mostrada por la amparada en el ejercicio de sus funciones. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada y el Magistrado Cruz salvan el voto y declaran con lugar el recurso, con sus consecuencias. SL
13312-07. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. NO SEÑALA LUGAR PARA NOTIFICACIONES.  Alega la recurrente que la Juez Coordinadora de Violencia Doméstica de Turno Extraordinario del Segundo Circuito Judicial de San José, con el argumento que no señaló lugar para recibir notificaciones no se le notificó el acto final del procedimiento disciplinario tramitado en su contra, mediante el cual se le impuso la sanción de suspensión sin goce de salario, pese a que la autoridad recurrida tenía conocimiento del lugar donde podía ser habida, por tratarse de una funcionaria judicial que labora en su mismo despacho. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se dispone declarar sin lugar el recurso. Tome nota la autoridad recurrida de lo expuesto en la parte final del considerando único de esta sentencia. SL

13046-07. SANCION SIN DEBIDO PROCESO. Señala el recurrente la violación a su derecho de defensa y a un debido proceso, en virtud de que se le comunicó la suspensión de sus labores en el puesto de conserje municipal en la Alcaldía Municipal de Aguirre, sin que se le haya indicado a partir de cuándo rige la suspensión así como por cuanto ese mismo día se le entregó la acción de personal número 0589 donde se le indica que se le suspende sin goce de salario por cinco días, sin que previo a la imposición de la sanción se le diera audiencia previa. Se declara con lugar el recurso por violación al debido proceso. En consecuencia, se anula todo lo actuado en el proceso instaurado en contra de la amparada. En consecuencia restitúyase a la amparada en pleno goce de sus derechos conculcados. CL
13045-07. NIEGAN A FUNCIONARIA REINTEGRARSE A SUS LABORES, HASTA QUE SE CUMPLA EL PLAZO DEL PERMISO SIN GOCE DE SALARIO SOLICITADO.  Afirma el accionante que solicitó permiso sin goce de salario a partir del 13 de febrero del 2007 al 31 de enero del 2008; no obstante, solicitó a la Directora recurrida suspender para reincorporarse a su plaza en propiedad. No obstante, por oficio DGP-UG5-1605-2007 le fue comunicado que no es posible tramitar su solicitud, negándole la posibilidad de laborar en su plaza en propiedad por el resto del curso lectivo con fundamento en una directriz de la Viceministro Administrativa que establece que "el funcionario que solicita permiso no podrá volver a su puesto antes de que concluya el período aprobado", con  lo que estima lesionan los derechos que le garantizan los artículos 56 y 57 de la Constitución Política. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena a la Directora General de Personal del Ministerio de Educación Pública, restituir -inmediatamente- al amparado en su puesto en propiedad como Profesor de Enseñanza Media, Especialidad Estudios Sociales, en el Colegio Juan Santamaría. CL
12937-07. REVOCATORIA DE NOMBRAMIENTO DE FUNCIONARIO JUDICIAL. SE ANULA PRESCRIPCION. Señala el recurrente que el Consejo Superior del Poder Judicial, de modo ilegítimo y de oficio dejó sin efecto la decisión adoptada por el Tribunal de la Inspección Judicial, de declarar la prescripción de la causa disciplinaria instaurada en su contra, motivo por el cual con posterioridad se dispuso la sanción de revocatoria de su nombramiento. Señala además, que se ordenó el rastreo de llamadas telefónicas.  La Sala Constitucional, en la sentencia 1803-97, señaló que de conformidad con el artículo 213 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se sustenta la actuación del Consejo Superior, de revisar y anular el acto inicialmente dictado por el Tribunal de la Inspección Judicial, en el sentido de declarar la prescripción de la causa disciplinaria instaurada al promovente, y ordenar el reenvío al Tribunal aludido para conocer el fondo de esas diligencias. Asimismo, consta que el rastreo de llamadas fue ordenado por juez competente. SL
13025-07. DESPIDO SIN DEBIDO PROCESO DE MIEMBRO DE JUNTA DE EDUCACION. Alega el recurrente que el Concejo Municipal del Cantón de Buenos Aires de modo arbitrario dispuso su remoción de la Junta de Educación de la Escuela de Chánguena, sin haber instaurado de previo un procedimiento, en que se respetaran todas las garantías del derecho al proceso debido. En su criterio, lo anterior es ilegítimo y lesiona el Derecho de la Constitución. Se cita la sentencia de la Sala Constitucional, en un asunto similar al presente, donde se impugnaba la destitución de un miembro de una Junta de Educación sin haber observado un procedimiento previo, número 147-01. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se anula el acuerdo tomado por el Concejo Municipal del Cantón de Buenos Aires en la sesión ordinaria N° 21-2007 de 2 de junio de 2007, en que se dispuso la destitución del tutelado como integrante de la Junta de Educación de la Escuela de Chánguena. CL 

12845-07. MATRIMONIO ENTRE FUNCIONARIOS DE LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 30 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República. Alegan los accionantes que son funcionarios en propiedad de la P.G.R., desempeñándose como Abogados de Procuraduría A.  Entre ellos no hay relación jerárquica ni ostentan poder político, de decisión o de mando, ni pueden firmar escritos que se presenten a estrados judiciales. Que en nota de 15 de enero pasado informaron a la Coordinadora del núcleo de recursos humanos, su deseo de casarse, solicitando la desaplicación del artículo impugnado.  En respuesta la funcionaria les indicó que no era posible porque no se ha declarado inconstitucional. Que en otra nota, les indicó que de contraer matrimonio uno de los dos debería salir de la Procuraduría. Indican que se les quiere dar un trato discriminatorio con respecto a los demás funcionarios públicos, que solo pueden ser despedidos por las causales de despido justificado, o por reducción forzosa de servicios. Además, alegan que los derechos de contraer matrimonio, de formar una familia y de trabajo, en nada se oponen entre sí, además son irrenunciables, y no obstante aplicándoles la ley uno de los dos debe escoger ser despedido o decidir no unirse en matrimonio, pese a que la misma constitución establece el matrimonio como la base esencial de la familia, lo que no se protege manteniendo una política de despido. Se declara con lugar la acción. En consecuencia, se anula el párrafo segundo del artículo 30 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, en tanto dispone: "...Cesará en su cargo el servidor que contrajere matrimonio, a causa de lo cual resulte ligado por parentesco de afinidad que lo inhabilite de acuerdo con lo establecido en el párrafo anterior. En el caso de matrimonio entre servidores de la Dependencia, uno de ellos deberá ser cesado en su relación de servicio." Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Los Magistrados Armijo, Cruz y Sosto salvan el voto y declaran sin lugar la acción. CL
DERECHO PENAL
13751-07. PRISION PREVENTIVA. ALLANAMIENTO SIN LA PRESENCIA DEL DEFENSOR. Manifiesta el recurrente que en un operativo antidrogas realizado en el sector de Alajuelita por la Policía Control de Drogas del Ministerio de Seguridad Pública, al amparado se le allanó su vivienda, sin la presencia de su defensor público, allanamiento en el que –según su dicho- no se encontró prueba alguna que lo involucrara con los hechos delictivos que se le imputan y se ordenó en su contra la medida cautelar de prisión preventiva por espacio de tres meses, resolución que estima carece de la debida fundamentación, con lo cual se infringe su derecho a la libertad y a la defensa. Con base en la prueba que consta en el expediente, no encuentra esta Sala ninguna arbitrariedad capaz de lesionar o amenazar ilegítimamente los derechos fundamentales del amparado. El allanamiento efectuado fue autorizado por el Juez competente, ejecutado por los órganos expresamente autorizados por el mismo y en su presencia, sin que a juicio de esta Sala sea un requisito sine qua non la presencia de un defensor (público o privado) para proceder con la diligencia. Sobre el tema se cita la sentencia 6469-99. SL
13753. PRISION PREVENTIVA. FALTA DE FUNDAMENTACION. El recurrente acusa el quebranto a la libertad personal del tutelado, porque considera que la resolución del Juzgado Penal de Hatillo que ordenó la prórroga de la prisión preventiva carece de fundamentación, pues no indicó cuál era la participación del imputado en los hechos, ni con base en qué pruebas se le impone la prorroga de esa medida cautelar. En este caso, consta que el Tribunal dejó sin efecto la resolución del Juzgado Penal de Hatillo que prorrogó la prisión preventiva del tutelado por seis meses más, porque adolecía de falta de fundamentación. Se declara con lugar el recurso sin ordenar la libertad del tutelado, únicamente, para efectos de indemnización. La Magistrada Calzada salva el voto y declara con lugar el recurso con todas sus consecuencias. El Magistrado Solano pone nota. CL
13660-07. PRISIÓN PREVENTIVA.  Señala la recurrente que la resolución que ordenó de la prisión preventiva del amparado carece del debido razonamiento, el Tribunal no evacuó las pruebas, con lo que se le dejó en estado de indefensión.  Además estima que la imposición de dicha medida cautelar vulnera el principio de proporcionalidad, ya que  incluso  en el supuesto de una condenatoria el  amparado no iría a la  cárcel, pues  se  aplicaría el beneficio de ejecución condicional de la pena. Agrega que no se cumplen los presupuestos procesales requeridos para la imposición de la prisión preventiva, pues el amparado cuenta con arraigo familiar y laboral, por lo que no existe peligro procesal que justifique su privación de libertad. Alega que el Tribunal recurrido resolvió sin mayor razonamiento una actividad procesal  defectuosa. En virtud de las consideraciones, estima esta Sala que la privación preventiva de libertad del amparado no se ha dictado en violación de los preceptos constitucionales, sino que se encuentra sustentada en una resolución debidamente fundamentada, ajustada a los parámetros de proporcionalidad y cuya tramitación; respecto al objeto de este recurso, ha respetado los criterios dados por el debido proceso, por lo que lo procedente es declarar sin lugar el recurso interpuesto. SL
13661-07. PRISION PREVENTIVA. Señala el recurrente indica que la prisión preventiva que se ha ordenado en su contra es ilegítima pues se fundamenta en que en el 2003 fue condenado a descontar una pena privativa de libertad de tres años y cuatro meses; siendo que a raíz de tal situación no se le ha concedido el cambio de medida cautelar, además dicha medida resulta ilegítima porque se ha alegado el peligro de fuga, lo cual no es cierto pues ha sido sometido a otros procesos aunado a que tiene arraigo familiar.  También considera que la medida dictada en su contra vulnera el principio de igualdad, ya que en la causa penal que se tramita en su contra, también figuran otros dos imputados y a uno de ellos se le concedió la libertad.  Asimismo, indica que se le ha denegado el cambio de medida cautelar con el argumento de la alta pena que enfrentaría en caso de ser condenado, lo que contraria los lineamiento jurisprudenciales de la Sala Constitucional.  Estima que la prisión preventiva dictada en su contra constituye una pena adelantada.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se dispone declarar sin lugar el recurso. SL
13569-07.  DETENCIÓN ILEGITIMA. El recurrente reclama que fue detenido y esposado arbitrariamente, sin motivo alguno, y golpeado por el Primer Comandante de Liberia. En este caso, con base en las consideraciones expuestas, procede declarar con lugar el recurso por la privación ilegítima de la libertad del amparado. CL
13564-07. PRISIÓN PREVENTIVA. MENOR DE EDAD. Alega el recurrente que la resolución que le impone la medida cautelar de prisión preventiva al amparado carece de la fundamentación necesaria, pues los elementos probatorios no son suficientes para determinar que efectivamente se ha configurado el delito acusado por parte del encartado, ya que los mismos giran alrededor de compras vigiladas policialmente, los que constituyen delitos experimentales. Dicha situación se agrava por el hecho de que el Juzgado que dictó la prisión preventiva en contra del amparado era incompetente para esos efectos, toda vez que los hechos que se investigan ocurrieron cuando el amparado era menor de edad. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada salva el voto y declara con lugar el recurso con sus consecuencias. SL
13159-07. SANCION PENAL POR MOTIN. Consulta Judicial de Constitucionalidad referente al artículo 297 del Código Penal. La norma sanciona penalmente a quienes se alzaren públicamente en número de diez o más, para impedir la ejecución de leyes de las resoluciones de los funcionarios públicos o para obligarles a tomar alguna medida u otorga una concesión. El juez consultante considera que la norma carece de una adecuada estructura normativa que es requisito sin que non para imputar conductas delictivas. Se evacua la consulta formulada por el Juez del Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José, en el sentido de que el artículo 297 del Código Penal que sanciona el delito de motín, no es contraria a los artículos 39 de la Constitución Política y 9 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

12847-07. DETENCIÓN.  Acusa que el amparado fue detenido hace aproximadamente seis días el amparado en una redada efectuada en Playas del Coco y se le obliga a permanecer en unas celdas insalubres, con el agravante de que no ha sido puesto a la orden de autoridad judicial competente. En este caso, la Sala tiene por acreditado que las instalaciones del Organismo de Investigación Judicial de Liberia, si reúnen las condiciones mínimas sanitarias para mantener detenidos. Consta que el amparado fue sí fue puesto a la orden de la autoridad judicial que había girado la captura por distintos medios y al día siguiente de su detención. No obstante, el Tribunal Penal de Juicio de Heredia hace llegar cuatro días después al Organismo de Investigación Judicial el tener a la orden del amparado. Se declara con lugar el recurso únicamente en cuanto al Tribunal Penal de Juicio de Heredia, sin ordenar la libertad del amparado. CL
13060-07. PRISIÓN PREVENTIVA. PLAZO PARA APELAR NO SE SUSPENDE POR VACACIONES EN EL PODER JUDICIAL.  Señala la recurrente, defensora pública de los amparados, que se les rechazó el recurso de apelación que presentaron en contra de la resolución que ordenó la prisión preventiva con fundamento en que el plazo había vencido cuando ello no es cierto, pues el Poder Judicial estaba de vacaciones y por ello no lo pudo presentar antes. El Poder Judicial mediante su Consejo Superior, en aras de tutelar el respeto a la libertad personal, ha organizado turnos para todos los días del año en que por diversas circunstancias, haya asueto, feriados o simplemente sea fin de semana, de manera siempre haya un juez disponible que deba intervenir dentro del plazo constitucional y analizar las detenciones, ordenando aquellas que sean pertinentes, mediante resolución debidamente fundamentada, y esa es la garantía principal, cuyo cumplimiento debe darse siempre, sin excepción alguna, todos y cada uno de los días del año. En este caso concreto, con base en las consideraciones dadas en la sentencia, consta que el  rechazo de la apelación fue debidamente fundamentado. SL 

13059-07. PRORROGA DE PRISION PREVENTIVA. Señala el accionante que la resolución que prorrogó la prisión preventiva del encartado carece de fundamentación, por lo que considera ilegítima su privación de libertad, pues se hace una copia de la resolución anterior. En este caso consta que para prorrogar la medida cautelar, según lo solicitado por el Ministerio Público, el Juez se refiere a los elementos de convicción acreditados en la resolución anterior; por otra parte, analiza la existencia de los peligros procesales que justifican la prórroga y define que no hay nueva circunstancia que modifique los motivos que dieron origen a la prisión preventiva. Sobre el tema, la Sala ha señalado que  la remisión expresa a parte de la resolución del mismo órgano que confirmó la orden inicial de prisión preventiva, no quebranta los derechos fundamentales del amparado. Se cita el voto 188-00. SL  

12819-07. CONDICIONES DE DETENCIÓN DE EXTRANJEROS EN MIGRACION.  Alegan los recurrentes que el 26 de abril del año en curso, la Defensoría de los Habitantes realizó una inspección en el Centro de Aprehensión para Extranjeros en Tránsito ubicado en Hatillo,  con el fin de corroborar la situación en la que se encontraban el grupo de personas que habían sido trasladadas a dicho centro con el propósito de definir su situación migratoria, una vez que fueron encontrados en una embarcación que quedó a la deriva.  De las inspecciones realizadas por la Defensoría de los Habitantes y de información recibida, se evidencia que estas personas se encuentran detenidas en condiciones de hacinamiento, dado que el Centro tiene una capacidad aproximada de 60 personas, siendo que en los últimos tres meses la ocupación real ha oscilado entre los 100 y 130.  Existe insuficiencia de baterías sanitarias, de alimentación, de  suplementos de aseo y particularmente, este grupo tiene dificultades de comunicación dado su idioma La única información obtenida es que las autoridades migratorias se encuentran haciendo gestiones con el Gobierno de China para que éste colabore con el proceso de repatriación de sus nacionales y que dichas gestiones se encuentran en una etapa avanzada, pero al no haberse definido si estas personas serán sometidas finalmente a repatriación o deportación, su situación jurídica es incierta, no se les ha brindado el debido proceso y derecho de defensa lo cual lesiona evidentemente sus derechos fundamentales.  Por unanimidad se declara con lugar el recurso por violación a los artículos 21 y 40 de la Constitución Política. En consecuencia, se ordena al Ministro de Gobernación y Policía y al Director de Migración y Extranjería, que: a) en coordinación con el Ministerio de Salud, en el Centro de Aprehensión de Hatillo no permanezcan más de cien personas al mismo tiempo, y se realicen las mejoras necesarias a fin de que las instalaciones cuenten con la luz natural y artificial necesarias, mejor ventilación natural, lo cual deberá efectuarse a más tardar en el plazo de un año, contado a partir de la notificación de esta sentencia; b) proceder de forma inmediata a solucionar el problema relacionado con la alimentación de las personas detenidas en el Centro de Aprehensión, todo ello de conformidad con el estudio realizado por el Ministerio de Salud para con el mínimo de personas recluidas en el Centro. Por unanimidad también se declara con lugar el recurso por violación a la libertad de tránsito de los amparados. Por mayoría de la Sala, se anulan las resoluciones mediante las cuales fueron deportados los amparados, únicamente en cuanto se dispone el impedimento de entrada al país por el período de cinco años. En lo demás se mantienen incólumes. Los magistrados Calzada y Armijo anulan en su totalidad dichas resoluciones. El Magistrado Vargas pone nota. CL
12817-07. PRISIÓN PREVENTIVA. AUDIENCIA. Señala la recurrente que el despacho recurrido omitió resolver la solicitud de audiencia oral de oposición a la solicitud de la prisión preventiva, gestionada por el Ministerio Público. En este caso consta, que la denegatoria de se encuentra debidamente motivada. SL
12814-07. MEDIDAS CAUTELARES SUSTITUTIVAS. Alegan los recurrentes que las autoridades recurridas están afectando injustamente la libertad personal de los amparados, por cuanto se han dictado medidas cautelares sustitutivas en su contra, sin razón o fundamentación alguna que han puesto en peligro su vida y su  libertad, pues aseguran que no han cometido delito alguno. Se analiza la posibilidad de imponer medidas sustitutivas a la prisión preventiva, que establecen los artículos 244 y 245 del Código Procesal Penal. Se cita la sentencia 10053-05. En este caso, consta que el órgano recurrido justifica adecuadamente la medida. SL
12813-07. ABUSO POLICIAL EN MANIFESTACION PÚBLICA.  Señala el accionante que participó en una manifestación pública contra el TLC frente a la Fábrica Casino en el Distrito de San Rafael de San Ramón de Alajuela, durante una visita del Presidente de la República. Asegura que desde el inicio de la manifestación la Fuerza Pública tuvo una actitud agresiva y represiva hacia los manifestantes, quienes en ningún momento les faltaron el respeto a los policías, incluso algunos de ellos quisieron conversar pacíficamente con los policías administrativos, y algunos estuvieron anuentes, pero afirma que otros, de manera prepotente, trataron más que buscar la armonía y el orden, buscaron provocar el desorden, y la temida violencia. Asegura que llegaron a lesionar el libre tránsito y la libertad de expresión del amparado, a pesar de que en ningún momento se impidió el libre tránsito de vehículos. Agrega que cuando el amparado se retiraba a su casa, un poco alterado por la actitud de la policía administrativa, un oficial de tránsito le ordenó detenerse, lo que asegura le produjo confusión, por lo que avanzó unos cuantos metros para detenerse en un lugar seguro, lo que hizo que dos policías de tránsito le jalaran la camisa, lo botaran de la moto, y varios efectivos de la policía administrativa le cayeran encima golpeándolo, y haciendo uso arbitrario de su autoridad, desgarrándole su camisa. Agrega que efectivos de la Fuerza Pública detuvieron de forma arbitraria a un estudiante, quien quedó por un tiempo en indefensión absoluta, siendo esposado y trasladado a la Delegación de la Fuerza Pública de San Ramón, donde lo mantuvieron golpeado, sin camisa, mojado y esposado. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se dispone declarar sin lugar el recurso. SL
DERECHO TRIBUTARIO
13587-07. IMPUESTOS MUNICIALES DEL CANTON CENTRAL DE CARTAGO. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 5° de la Ley número 7428, de Tarifa de Impuestos Municipales del Cantón Central de Cartago. Alega el accionante que el método de cálculo del impuesto municipal dispuesto por la norma resulta desproporcionado, discriminatorio y disconforme con los parámetros de legitimidad fijados por las normas y principios constitucionales. La norma establece dos fórmulas distintas y excluyentes a efectos de establecer el monto a pagar por concepto del impuesto de patentes, cuya aplicación depende de si el sujeto pasivo genera renta líquida gravable o no, con el perjuicio de que la existencia y aplicación de tales fórmulas provoca que paguen más impuestos los sujetos pasivos que tienen pérdidas -y, por ende, con una menor capacidad contributiva o económica- que los que tienen ganancias, lo que el accionante considera discriminatorio, irrazonable y violatorio del principio de capacidad económica o contributiva. Sobre el tema se citan las sentencias 620-01 y 6907-03. Se declara sin lugar la acción. Los Magistrados Vargas y Jinesta, y la Magistrada Abdelnour, salvan el voto y declara con lugar la acción con sus consecuencias. SL
13347-07. COBRO RETROACTIVO DE IMPUESTOS. Alega el accionante que el Director General de Tributación Directa haya inició traslados de cargos retroactivos en contra de los bancos de la Asociación Bancaria Costarricense, con fundamento en un criterio sobre la metodología de cálculo de gastos no deducibles asociados a ingresos no gravables, desviándose de lo ordenado por la Contraloría  General de la  República y lo dispuesto por la SUGEF, al respecto. Sobre el tema se citan las sentencias 13175-04, 5969-00, 6039-00, 8019-01, 10357-01. SL
12844-07. IMPUESTOS A VEHÍCULOS DE TRABAJO. Acción de Inconstitucionalidad contra de la Resolución número 19-04 de las 8:00 del 07 de octubre de 2004, dictada por la Dirección General de Tributación Directa, publicada en La Gaceta número 209 del 26 de octubre de 2004. Se modifica la Ley 7088 del 30-11-1987 al variar una tarifa preferencial en el impuesto de propiedad de vehículos automotores, embarcaciones y aeronaves, excluyendo a los pick-ups o campu. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar la acción. SL

DERECHOS DE LOS EXTRANJEROS

13565-07. NIEGAN SOLICITUD DE RESIDENCIA. DEPORTACION.  Alega la amparada que presentó ante la Dirección General de Migración y Extranjería, solicitud de estatus migratorio a su favor y de sus tres hijos menores de edad. Que mediante resolución número 5846-2005 SVT se denegó dicha solicitud, la que a pesar de haberse dictado desde setiembre del 2005, nunca fue notificada a la amparada, no obstante, se le detuvo por parte de Oficiales de Migración, pese a que presentó documentos que identifican el proceso, lo que implica que no se está respetando la normativa migratoria que permite su permanencia en el país de forma legal hasta que se resuelva dicha solicitud. Que no obstante, el 11 de setiembre de este mismo año, al ser aproximadamente las seis de la tarde, Oficiales de la Dirección recurrida, procedieron a detener a la amparada manteniéndola privada de su libertad en el Hotel la Parela en Bello Horizonte de Escazú. Que a la amparada no se le ha brindado información respecto de los motivos que origina dicha detención, permanece en un cuarto de Hotel junto a sus tres hijos, lo que implica que están siendo objeto de persecución por parte de la Policía Migratoria, situación que les está ocasionando serios perjuicios morales y psicológicos. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se dispone declarar sin lugar el recurso. 
ELECTORAL Y PARTIDOS POLÍTICOS

13281-07. REQUISITOS DE ELECCION EN UNA. Señala el accionante que labora como académico en la Universidad Nacional como funcionario interino desde el año 2004; donde no le es permitido ejercer el derecho al voto ni postularse como candidato en cualquiera de los procesos de elección o decisión académica que la Universidad tiene. Sobre el tema se cita la sentencia 8867-02 y se indica entre otras razones, que el requisito para postularse en cualquier pues de elección es razonable. SL

13300-07. INGRESO A SESION DEL TSE. Alega el recurrente se que se le impidió el ingreso al Tribunal Supremo de Elecciones, cuando se realizó la sesión que convocó al referéndum, lo que estima lesiona sus derechos fundamentales, máxime que es una persona discapacitada.  Si bien, toda persona tiene acceso a las instituciones públicas, esta regla tiene su excepción en la ley. En este caso, la normativa que rige al Tribunal Supremo de Elecciones lo habilita para realizar sus sesiones en forma privada o con la participación de aquellas personas que éste designe. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se dispone declarar sin lugar el recurso. SL
FAMILIA
13583-07. CREACION DEL CONSEJO NACIONAL DE NIÑEZ Y ADOLECENCIA. Acción de Inconstitucionalidad contra del párrafo segundo del artículo 170 y 171 del Código de la Niñez y Adolescencia, y artículos 2, 6, 20 y 24 del Reglamento al Código de Niñez y Adolescencia. Se acusa que las normas impugnadas, crean el Consejo Nacional de la Niñez y de la Adolescencia, eliminando y transfiriendo competencias de carácter constitucional otorgadas al PANI.  Se declara sin lugar la acción, en el entendido de que las normas cuestionadas no pueden interpretarse de manera tal que desconozcan, perjudiquen o disminuyan las potestades constitucionales del Patronato Nacional de la Infancia. La Magistrada Calzada y los Magistrados Vargas y Armijo declaran con lugar la acción, con sus consecuencias. El Magistrado Solano pone nota. SL
13584-07. MEDIDAS CAUTELARES POR VIOLENCIA DOMESTICA PARA ADULTOS MAYORES. Acción de Inconstitucionalidad contra de la jurisprudencia del Tribunal de Familia y Juzgado contra la Violencia Doméstica, ambos de Alajuela, que niegan protección al adulto mayor cuando no hay parentesco. La jurisprudencia se impugna por negar el derecho a la tutela judicial efectiva a los adultos mayores que acuden en busca de protección con fundamento en lo dispuesto en la Ley Integral para la Persona Adulta Mayor, número 7935, cuando entre el adulto denunciante y el agresor no hay un vínculo de parentesco, vínculo que esa Ley no exige en ninguna de sus normas. Esa ley remite en el artículo 57 a la Ley contra la Violencia Doméstica solamente para imposición de medidas cautelares y procedimiento. RP
CIVIL

13573-07. LIMITACIONES PARA DEDUCIR DE LA RENTA BRUTA. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 9 inciso f) de la Ley de Impuesto sobre la Renta. No son deducibles de la renta bruta lo pagado por compra de derechos de llave, marcas de fábrica o de comercio, procedimientos de fabricación, derechos de propiedad intelectual, de formulas de otros activos intangibles similares, así como lo pagado por concepto de las indemnizaciones. RP
LIBERTAD DE PRENSA
13644-07. CIERRE DE PROGRAMA DIAGNOSTICO.  Alega el accionante que la autoridad recurrida dio dar por finiquitado el contrato que suscribió con el Sistema Nacional de Radio y Televisión Sociedad Anónima para la coproducción, conducción y transmisión del programa “Diagnóstico”. En este caso, consta que la decisión ha sido motivada en una razón ineludible cual ha sido el vencimiento del período de contratación. Tampoco se considera que con esa decisión se haya vulnerado el derecho a la libertad de expresión del recurrente, por las  razones apuntadas en la sentencia. SL
12959-07. DERECHO A LA INTIMIDAD Y DERECHO DE IMAGEN DE MENORES DE EDAD. Alega la recurrente que en el Programa “Bailando por un Sueño” organizado por Televisora de Costa Rica, Canal 7, se difunden imágenes de menores de edad con discapacidad, lo cual atenta contra los derechos inherentes a su dignidad humana, además de lo dispuesto en los artículos 21, 22 y 27 del Código de la Niñez y la Adolescencia. De igual forma reclama la reproducción realizada por los periódicos Al Día y la Teja el veinticuatro de agosto de dos mil siete, por cuanto considera que lesiona los derechos de los menores. En este caso, entre otros aspectos desarrollados en la sentencia, se consideró que las autoridades recurridas contaron con el consentimiento de los representantes de las menores para difundir sus imágenes, y éste consentimiento además no quebranta el interés superior del menor por buscarse más bien su beneficio. Sin embargo, se advierte a los recurridos su deber de autocontención en cuanto a la difusión de las imágenes de los menores, en aquellos casos en que no sea estrictamente necesario para efectos de despertar el sentido de solidaridad del público, sin que puedan incurrir en abuso alguno. SL
LIBERTAD DE TRANSITO
13098-07. NO LE PERMITEN EL INGRESO A EDIFICIO MUNICIAL, DURANTE REUNIÓN CON PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA. Alega el recurrente que se programó la celebración de una sesión extraordinaria del Concejo Municipal de Zarcero, en la cual, participaría el Presidente de la República. Que de manera injustificada miembros de la Delegación Policial de la Fuerza Pública de Zarcero, de la Dirección 8 Huetar Norte de San Carlos y de la Policía de la Casa Presidencial, le impidieron el libre tránsito -a pie o en automóvil- por la calle de acceso al Municipio, con el agravante de que tampoco se le permitió ingresar al edificio municipal, sin que se le justificaran las causas de esa decisión, pues únicamente se limitaron a indicarle que obedecía a órdenes superiores de la Dirección de Seguridad Nacional, ello a pesar de que les enseñó las credenciales de Diputado. Que si bien es cierto, intentó por diversos medios de llegar hasta la Municipalidad,  un funcionario que se identificó como Policía de la casa Presidencial-  lo sujetó por la espalda, lo levantó en el aire con gran fuerza, caminaron los diez metros y lo tiró violentamente detrás del retén policial. Que sus hijas también se vieron perjudicadas por dicha situación, pues tampoco se les permitió transitar por la calle en que se encuentra ubicado el edificio Municipal. Considera que su derecho al libre tránsito se vio ilegítimamente lesionado por parte de las autoridades recurridas. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se dispone declarar sin lugar el recurso. SL
MINORIAS
13446-07. ACCESO A EDIFICIO MUNICIPAL. Acusa el recurrente que es una persona con discapacidad y que se presentó al edificio que ocupa  Municipalidad de Curridabat para asistir a la sesión del Consejo Municipal, sin embargo, se encontró con barreras arquitectónicas que le impedían el libre acceso al cuarto piso, lugar donde se ubica el salón de sesiones de dicho Consejo, por lo que considera violado el principio de igualdad. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Curridabat, que en el término improrrogable de seis meses, contado a partir de la notificación de esta resolución, tome las medidas que sean necesarias para garantizar el acceso de todas las personas con discapacidad a aquellas áreas que sean de acceso al público en el Edificio que ocupa la Municipalidad de Curridabat. CL
13034-07. ACCESO A PERSONAS CON DISCAPACIDAD A LAS INSTALACIONES DE LA MUNICIPALIDAD DE  GUACIMO.  Señala el accionante que la Municipalidad  de Guácimo incumple la Ley número 7600, por cuanto carece de rampa o ascensor y salida de emergencia, que permitan un tránsito libre a las personas con discapacidad. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de Guácimo, que en el término improrrogable de tres meses, contado a partir de la notificación de esta resolución, adopte las medidas necesarias para que los discapacitados tengan pleno acceso a las instalaciones de la Municipalidad de Guácimo. CL
PRIVADOS DE LIBERTAD
12837-07. FALTA DE COLCHONETAS EN AMBITO E DE LAREFORMA. Señala el accionante que desde hace aproximadamente tres meses duerme en una cama de cemento sin colchoneta, en ese centro penitenciario; producto de ello, el 18 de agosto anterior fue llevado al Hospital México con un cuadro de congestión bronquial, y al ser examinado, le indicaron que su problema de salud era consecuencia de dormir a la intemperie y sobre el frío cemento; desde hace tres meses le ha venido solicitando a los recurridos que se respete su derecho de igualdad y a la salud y se le proporcione una colchoneta, tal y como sí las tienen los demás privados de libertad, sin embargo, lo único que le indican es que no tienen presupuesto para ello; su integridad física está en peligro pues el deterioro de salud es constante, debido a la omisión de los recurridos de atender su requerimiento; en su misma condición, se encuentran otros privados de libertad en el mismo ámbito E. Se declara  con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Director General a.i. del Centro de Atención Institucional La Reforma, que dentro de tercero día, a partir de la comunicación de esta resolución, entregue espumas para dormir a los privados de libertad que recurrieron ante la Sala. CL
SERVICIOS PUBLICOS
13386-07. NIEGAN INSTALACION DE SERVICIO DE AGUA.  Señala la accionante que reside en el Proyecto Vista Hermosa en San Rafael de Oreamuno de Cartago, propiedad que adquirió por medio de donación.  Indica que el Alcalde Municipal de Oreamuno se ha negado a realizar la conexión del servicio de agua potable en el Proyecto Vista Hermosa, pese a que éste ya se concluyó la etapa de construcción, situación que limita a los propietarios de las casas de habitación de dicho Proyecto puedan ocupar las viviendas. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena a la Presidenta del Concejo y Alcalde, ambos de la Municipalidad de Oreamuno que, de manera inmediata, brinden el servicio de agua potable a la recurrente. CL
MUNICIPALIDAD
13577-07. CONFLICTO ENTRE MINISTERIO DE SALUD Y MUNICIPALIDAD DE BELEN. Conflicto de Competencia Poder Ejecutivo en lo referente a si el Ministerio de Salud es competente para fijar políticas y dictar medidas sanitarias de emergencia que son de acatamiento obligatorio para las Municipalidades. Se resuelve el conflicto planteado en el sentido de que es competencia del Ministerio de Salud regular el tratamiento de aguas residuales de la forma en que se hace en el Decreto número 33726-S-MP. Los Magistrados Mora, Calzada y Jinesta rechazan el conflicto planteado por el Ministerio de Salud con la Municipalidad de Belén, por tratarse de competencias de carácter legal y no constitucional. El Magistrado Armijo salva el voto y declara que la Municipalidad de Belén es la competente para regular la materia a que se refiere el conflicto. El Magistrado Mora pone nota.-
13293-07. SUSPENDEN APROBACION DE AMPLIACION DE PLAN REGULADOR. Señalan los recurrentes que el Concejo Municipal recurrido acordó suspender los efectos jurídicos del acuerdo por medio del cual se aprobó la ampliación del Plan Regulador de Playa Junquillal, así como, solicitar a la Comisión de Asuntos Jurídicos realizar una investigación exhaustiva a fin de determinar la forma en que se aprobó dicho acuerdo y valorar la posibilidad de iniciar un proceso de derogatoria del mismo, por lo que procedió a suspender el trámite de solicitud de concesión presentada por la sociedad que representan, desconociendo que el acuerdo de aprobación ya había sido ratificado y publicado. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia y señalando que la actuación de la Municipalidad de Santa Cruz no ha sido arbitraria ni lesiva de los derechos de la  recurrente, debido a la obligación que se le impone a la municipalidad de proteger el ambiente, en relación con el daño ambiental denunciado, se dispone declarar sin lugar el recurso. SL
13367-07. ANTEJARDIN. Alega el recurrente que es propietario de una finca de 227.14 m2 y considera que la exigencia que la Municipalidad de Montes de Oca le impone, para poder realizarle unas mejoras a su propiedad, de ceder al dominio público un total de 86.994 m2, implica una violación a su derecho de propiedad. Por las razones expuestas en la sentencia, a juicio de este Tribunal, la limitación impuesta, en tanto ajustada a un plan regulador vigente, no es desproporcionada, ni violenta como se sugiere en el recurso el artículo 45 de la Constitución Política. SL
13471-07. CIERRE DE CAMINO PÚBLICO. Señala el recurrente que la Municipalidad de Nandayure no ha procedido a  reabrir el camino que lleva a Playa Caletas, que fue cerrado por un particular a pesar de su naturaleza pública. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente en cuanto a la Municipalidad de Nandayure. Se ordena al Alcalde, y a la Presidenta del Concejo Municipal, ambos de la Municipalidad de Nandayure, realizar las gestiones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que dentro del plazo de dos meses contado a partir de la notificación de esta sentencia, se realicen las acciones correspondientes a fin de determinar si el camino que lleva a Playa Caletas y al que el recurrente hace alusión en su gestión del treinta de noviembre de dos mil seis, es público o no, y en caso de serlo procedan a llevar a cabo los procedimientos establecidos al efecto por los artículos 32 a 33 de la Ley General de Caminos Públicos. CL Parcial
12958-07. NIEGAN VISADOS DE PLANOS Y SERVICIO DE AGUA A FAMILIAS EN OREAMUNO DE CARTAGO. Alegan los accionantes que fueron designados como beneficiarios del proyecto denominado "Vista Hermosa", en Oreamuno, Cartago; se trata de un proyecto de interés social, regido de conformidad con los términos del artículo 59 de la Ley del Sistema Financiero para la Vivienda y diseñado para albergar casos de extrema pobreza; desde el momento inicial del proceso hasta ahora que llegan a la etapa de formalización, han cumplido todos y cada uno de los requisitos de ley, llegando incluso a ser evaluados hasta en cinco ocasiones, en virtud de una estrategia tendente a sembrar dudas sobre el proyecto, todo con el objeto de retardar su adjudicación, por parte de sectores que desean sustituirlos por otros beneficiarios; las casas del proyecto están terminadas desde hace varios meses, y sus necesidades son cada vez más apremiantes, sin embargo a muchos de ellos se les sigue retardando la formalización de sus bonos de vivienda y/o entrega de las viviendas, ya que el Alcalde y el Concejo Municipal se niegan a otorgar el visado de los planos individuales y aceptar la recepción de las obras finales del proyecto, sin lo cual el BANHVI y PROAMERICA, en calidad de entidad autorizada para tramitar el proyecto, puedan hacerles formal adjudicación de sus casas; la negativa se da porque están exigiendo al Gobierno de la República que para dar tales autorizaciones se debe garantizar que todos los beneficiarios del proyecto sean familias del cantón de Oreamuno; a pesar de que se cumplieron las condiciones que oportunamente exigió el Alcalde y el Ingeniero Municipal; la Municipalidad recurrida rechazó la solicitud para conexión de paja de agua potable a 25 familias, a las cuales, una vez cumplidos todos los requisitos, se les facilitó unas de las casas ubicadas frente a calle pública. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se anula el estado de emergencia cantonal dispuesto por el Concejo Municipal de Oreamuno y se ordena a la Presidenta y al Alcalde Municipales de Oreamuno, en forma inmediata, brinden el servicio de agua potable a las viviendas ubicadas frente a calle pública y, conforme en derecho corresponda, otorguen el visado de los planos individuales, reciban las obras finales del proyecto Vista Hermosa y permitan el ingreso de las familias y personas a las casas de habitación que les han sido asignadas. CL
